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La crisis del Estado democrático
de derecho
La democracia implica no solo la
regla de la mayoría dentro de un
marco normativo aceptado por
todos en pro del bien común, sino la
existencia de Estado de derecho,
división de poderes y respeto a
derechos y libertades individuales,
entre ellos la capacidad de elección
y las libertades de expresión y de
participación. De esta forma, la
voluntad política racional (del
pueblo) se torna imprescindible
para conformar un Estado
democrático de derecho.

“Faltó una retórica inteligente y atractiva hacia la
libertad, y su puesto vacío fue ocupado por los ex-
tremismos, por la torpeza y la violencia, donde los
más jóvenes creían encontrar, por lo menos, pa-
sión [...] No se ha sabido casi nunca [...] crear una
imagen afirmativa y atractiva de la condición civil
(y civilizada), de la libertad y la convivencia”

Julián Marías
La Guerra Civil. ¿Cómo pudo ocurrir?,

págs. 40-42 

L a política en el Estado democrático de
derecho puede pervertirse y lo hace
por la misma causa por la que Aristó-

teles hablaba de la posibilidad de la degene-
ración de la democracia, lo que ocurre
cuando se atiende “al interés de los pobres;
[...pero no] al provecho de la comunidad”2.
Esta es la razón por la que Aristóteles atri-
buye el nombre de república –nombre común

a todos los regímenes políticos–, a
la forma política en la que “la mayor
parte es la que gobierna atendiendo
al interés común”3. Cuando esto no
sucede, la democracia degenera.
Más adelante, cuando hable de las
distintas formas de las constituciones, distin-
guirá entre diversas clases de democracia, con
lo que precisará las causas y efectos de esa de-
generación.

Entre las formas de democracia que distin-
gue, interesa destacar dos, aquella que “con-
siste en que todos los ciudadanos no desacre-
ditados participen del gobierno, pero la ley es
la que manda”, y aquella otra en la que “es
soberano el pueblo y no la ley”4. La discre-
pancia fundamental entre ambas formas de
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democracia radica en el diferente papel que
en ambas juega la ley; en una es primordial,
en la otra es secundario, estando supeditada
a la voluntad del pueblo. Aristóteles no es
claro a la hora de buscar la causa de que la
ley no sea soberana, pues la atribuye a los de-
magogos, al mismo tiempo que afirma que
estos surgen en las ciudades “donde las leyes
no son soberanas”5, con lo que no termina-
mos de saber si la causa son los demagogos o
estos surgen allí donde la ley ha dejado de ser
soberana. Con independencia de esta incon-
veniencia, lo que sí que parece indudable es
que en esta situación el “pueblo se convierte
en monarca, uno solo compuesto de muchos
[...y] busca ejercer el poder monárquico, sin
estar sometido a la ley [...por lo que] una de-
mocracia de tal tipo es análoga a lo que la ti-
ranía entre las monarquías”6.
En definitiva, un régimen
político de carácter despó-
tico, en el que los demagogos
influyen en el pueblo tan ne-
gativamente como lo hacen
los aduladores con el tirano,
y donde los decretos y no las
leyes ostentarán la autoridad
suprema; un régimen dege-
nerado en el que los intereses
particulares priman sobre el
bien común.

No obstante, esta no será
la posición que defienda
Hobbes, para quien la clasi-
ficación de Aristóteles de los
distintos regímenes políticos
en rectos y desviados no le
parece acertada, pues: “aun-
que los escritores políticos
antiguos introdujeron otros

tres tipos de gobierno opuestos a estos [demo-
cracia, aristocracia y monarquía] –a saber, la
anarquía o confusión como algo opuesto a la
democracia, la oligarquía o mando de unos
pocos como algo opuesto a la aristocracia y la
tiranía como algo opuesto a la monarquía–, lo
cierto es que no se trata de tres clases distin-
tas de gobierno, sino de tres títulos diversos
dados por quienes estaban descontentos con
el régimen de gobierno, o con los que gober-
naban. [...] De modo que, como vemos, estos
nombres no se aplican a diversas clases de go-
bierno, sino que expresan las diversas opinio-
nes de los súbditos con respecto a quien tiene
el poder supremo”7.

De esta manera no atribuye la diferencia
entre regímenes rectos y desviados al incum-
plimiento de ciertas condiciones, sino sim-
plemente a las diversas opiniones de los súb-
ditos –“hay casi tantas opiniones como
cabezas”8, dirá Hobbes–, con respecto a quien
ejerce el gobierno. La razón radicaba para
Hobbes en que “los seres humanos, cuando
asignan nombres, no suelen limitarse a signi-
ficar las cosas tal y como estas son en sí mis-
mas, sino también sus propias pasiones”9. De
ahí que Hobbes se preguntara en relación
con la tiranía, aunque también lo podría
haber hecho con la democracia y su degene-
ración, “¿por qué llamas tirano a quien Dios
ha hecho rey, si no es porque tú, un individuo
particular, estás arrogándote el conocimiento
del bien y del mal?10. Así sería imposible que
pudiéramos llegar a establecer un criterio que
nos permitiera justificar o descalificar una de-
terminada forma de gobierno, pues en el
fondo la crítica dependería de una opinión
contingente que no serviría sino para poner
de manifiesto no la corrección o incorrección
de una forma concreta de gobernar, sino la

Aristóteles
distingue dos
formas de
democracia:
aquella que
“consiste en que
todos los
ciudadanos no
desacreditados
participen del
gobierno, pero la
ley es la que
manda”, y
aquella en la que
“es soberano el
pueblo y no la
ley”
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manera en que nos iría bajo
esa forma de gobierno.

En mi opinión, Aristóte-
les tiene razón frente a Hob-
bes. Su teoría nos permite
contar con dos criterios a la
hora de enjuiciar la correc-
ción o no de los diferentes
regímenes políticos. Esos dos
criterios serían, primero, el
de que todo régimen político
que quiera justificarse ha de
asentarse sobre el bien
común11, esto es, el mejor
bien, el bien de la ciudad, y,
segundo, que este ha de de-
terminarse no de cualquier
manera, sino que ha de rea-
lizarse por medio de la ley. El
primero es indiscutible, por
lo que no cabe la delibera-
ción sobre el mismo, aunque lo hagamos
sobre los medios que conducen a alcanzar
aquel fin. No obstante, la discusión acerca de
los medios adecuados –esto es, de las leyes
que han de regir en la ciudad para lograr su
bien– están presididas por la recta razón, por
lo que aquello que vaya contra esta no puede
prescribirlo la ley. En el fondo son los dos cri-
terios que presiden la estructura del Estado
democrático de derecho, pues el mismo se
asienta sobre el poder del pueblo entendido
como el poder de la voluntad general que
solo puede querer el interés general, lo que
resulta indiscutible, al mismo tiempo que se
reconoce que ese interés ha de alcanzarse a
través de la ley, es decir, que habrá de deter-
minarse por medio de esta. Sin embargo,
existe una diferencia fundamental entre el
sistema aristotélico y el propio del Estado de-

mocrático de derecho acerca de la concep-
ción de la ley, pues en este es el individuo y
no la recta razón quien juega un papel fun-
damental en la creación de la ley –autolegis-
lación democrática, lo llamamos–, lo que no
sucedía en Aristóteles, para quien el bien del
individuo quedaba supeditado completa-
mente al de la ciudad.

No obstante, Hobbes también tiene razón
frente a Aristóteles al dar entrada al indivi-
duo, pues le reconoce, negativamente, el
papel que puede jugar su opinión, aunque
también positivamente cuando admite que la
institucionalización del soberano depende
del acuerdo –en principio, unánime, aunque
después admitirá que con ser mayoritario es
suficiente– alcanzado por una multitud de
hombres, que tendrán que otorgar su consen-
timiento a fin de que una persona los repre-
sente y les dé la ley bajo la que habrán de
convivir. En el fondo estos tres conceptos, la
soberanía, el individuo y la ley, definen la
trama que articula por medio de la libertad
nuestro Estado democrático de derecho. 

Ahora bien, nos enfrentamos en nuestra
época con diferentes concepciones de demo-
cracia, en las que tales conceptos se articulan
de manera muy diferente. Eso no quiere decir
que unos sean demócratas y otros no, todos
lo son, todos se definen como demócratas,
aunque cada cual la entienda a su manera.
Unos comprenden la democracia como el ré-
gimen político en el que han de predominar
las decisiones adoptadas mayoritariamente
por el pueblo, incluso con independencia de
las reglas establecidas, pues estas han de su-
peditarse a esa voluntad mayoritaria y no tie-
nen por qué condicionarla. El pueblo es so-
berano y la democracia consiste en votar.

Aristóteles tiene
razón frente a
Hobbes. Su
teoría nos
permite contar
con dos criterios
para enjuiciar la
corrección de los
diferentes
regímenes
políticos, que han
de asentarse
sobre el bien
común y han de
determinarse por
medio de la ley
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Otros, me atrevería a sostener, no saben lo
que dicen, pues afirman que el respeto a la le-
galidad no puede vulnerar el principio demo-
crático, que es a su vez legalidad vigente.
Con ello se defiende una cosa y su contraria,
al mismo tiempo que se pierde de vista el
orden de los factores. Finalmente hay quienes
la comprenden como un régimen político en
el que las decisiones de la mayoría no pueden
contravenir las reglas establecidas, aunque
puedan cambiarlas de acuerdo con lo pres-
crito en ellas. 

Esta última concepción de la democracia
implica que se la entienda de manera más
compleja en la medida en que se comprende
que la democracia es también Estado de de-
recho, división de poderes y respeto a los de-
rechos y libertades individuales, que sería lo
mismo que afirmar que la democracia solo es
posible dentro de una determinada concep-
ción del Estado, la del Estado democrático de
derecho. La razón última de estas limitacio-
nes radica en una comprensión de la sobera-
nía popular que no se concibe fácticamente,
de forma inmediata, como la expresión di-
recta de la voluntad mayoritaria del pueblo,
sino que se piensa normativamente, como
idea, como voluntad general, fundamento del
orden jurídico-político, que requiere de cier-
tas mediaciones bajo condiciones muy con-
cretas a fin de lograr que su determinación
constituya no una voluntad política arbitra-
ria, sino racional. Esta voluntad política ra-
cional habrá de concretarse, a su vez, por
medio de la regla de la mayoría; después a tra-
vés de la voluntad mayoritaria de los repre-
sentantes elegidos, que habrán de expresar
por medio de la ley el interés general. Ambas
mediaciones han de someterse a criterios
muy estrictos, pues estas voluntades, sea la

del pueblo, sea la de los representantes, solo
se constituirán como voluntades políticas ra-
cionales si las mismas se instituyen en el de-
recho, lo que exige el respeto a las condicio-
nes que hacen posible la conformación de
esas voluntades. Estas condiciones consisten
fundamentalmente en el reconocimiento de
los derechos y libertades individuales, que
son los que posibilitarán la formación de tales
voluntades como voluntades políticas racio-
nales, por lo que tales derechos no podrán
estar a disposición de las mismas voluntades
mayoritarias que han contribuido a constituir
y cuya racionalidad última radica precisa-
mente en esa indisponibilidad.

El Estado democrático de derecho, tanto
como el derecho, solo adquirirán legitimidad si
los ciudadanos participan en
procesos de discusión acerca
de las normas de convivencia,
de manera que el andamiaje
jurídico-político no dependa
solo de los procesos institucio-
nalizados, sino fundamental-
mente de los motivos de la po-
blación. Honneth establece
una serie de condiciones de la
libertad social en la esfera de
la vida pública democrática a
fin de poder realizar la libertad
comunicativa en la conforma-
ción de la voluntad democrá-
tica, entre las que habría que
destacar la pluralidad de los
medios de comunicación; la
existencia de un espacio de
comunicación general y el re-
conocimiento de iguales dere-
chos políticos individuales
como el derecho de participa-

Existe una
diferencia
fundamental
entre el sistema
aristotélico y el
propio del
Estado
democrático de
derecho acerca
de la concepción
de la ley, pues es
el individuo y no
la recta razón
quien juega un
papel
fundamental en
su creación 

083-088 JOSÉ JIMÉNEZ SÁNCHEZ_MAQUETA 2  26/03/20  12:44  Página 86



ABRIL / JUNIO 2020 87

LA CRISIS DEL ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO / JOSÉ J. JIMÉNEZ SÁNCHEZ

que los ciudadanos estén dispuestos a “parti-
cipar de la construcción discursiva de la vo-
luntad, [y] a realizar prestaciones no remune-
radas para preparar y realizar presentaciones de
opinión frente al público”15, lo que exige a fin
de combatir la apatía política que se pongan
“los objetivos privados por detrás del bienestar
común”16.

Ahora bien, si la participación ciudadana,
si la conformación de la opinión pública en 
realidad no responde a las exigencias de una
comunicación dialógica, asentada sobre una
relación simétrica de reconocimiento, habría
que pensar que la consecuencia sería la de la
imposibilidad de construir una voluntad polí-
tica racional. Si la sociedad en la que vivimos
es la sociedad del arbitrio, del capricho, en la
que no atendemos a la construcción de un es-
pacio público, y en la que lo que predomina es
la habladuría, la repetición de lo igual o el me
gusta más caprichoso, será una sociedad con
mucho ruido comunicativo, pero sin ninguna
comunicación racional17, imposibilitada para
la construcción de esa voluntad política racio-
nal, que es el núcleo sobre el que se articula el
Estado democrático de derecho. Esto muestra
la crisis en la que se encuentra nuestra demo-
cracia constitucional, por lo que con indepen-
dencia de los remedios que pudieran encon-
trarse para solucionar su problema central,
deberíamos tener la capacidad de encontrar
entre sus elementos, los materiales imprescin-
dibles para su reconstrucción. Esos materiales
son aquellos que nos aseguran las libertades
subjetivas de acción, esto es, nuestra capaci-
dad de elección racional y de autorrealización
ética; así como las libertades políticas, espe-
cialmente el derecho de participación y la li-
bertad de expresión, que son los que nos per-
mitirán ejercer nuestra razón en común con el

ción y la libertad de expre-
sión, que se alimentan de 
una “cultura de trasfondo
común”12. Eso le lleva a de-
fender la necesidad de la par-
ticipación –“tenemos que de-
cidirnos a participar”13, dirá
Honneth–, lo que viene faci-
litado por el reconocimiento
de los derechos políticos de
ciudadanía, entre los que ca-
bría mencionar, el propio de-
recho de participación y la li-
bertad de expresión, que
vienen acompañados de los
de reunión, manifestación y
asociación, lo que requiere
que se disponga de “las con-
diciones de comunicación so-
cial de tal modo que sea posi-
ble ‘una circulación de ideas
[...] libre’”14, pero también de

Hobbes tiene
razón frente a
Aristóteles al dar
entrada al
individuo, pues 
le reconoce el
papel de su
opinión. En el
fondo, la
soberanía, el
individuo y la ley
definen la trama
que articula por
medio de la
libertad nuestro
Estado
democrático 
de derecho
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resto de ciudadanos. Estas son las libertades a
las que habrá que prestar atención y cuidar
frente a la posibilidad de su erosión, primero,
y limitación, después. El 28 de febrero de 1933,
apenas un mes después de ser nombrado de-
mocráticamente canciller, Hitler aprobó un
decreto de emergencia: “Para la protección del
Pueblo y del Estado”. En ese decreto quedaron
suspendidas indefinidamente las libertades po-
líticas entronizadas en la Constitución de Wei-
mar: las libertades de expresión, de asociación,
de prensa, así como la inviolabilidad de las co-
municaciones postales y telefónicas. 
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La democracia es también Estado
de derecho, división de poderes 

y respeto a los derechos y
libertades individuales. La

democracia solo es posible dentro
de una determinada concepción

del Estado, la del Estado
democrático de derecho
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